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MÓDULO 3: LA MODERNIDAD Y LA DEMOCRACIA EN COLOMBIA, ¿mito o realidad?


OBJETIVO 

Al término del módulo, el estudiante estará en condiciones de caracterizar los factores claves del proceso de modernidad colombiana con base en el desarrollo de reivindicaciones sociales, económicas y políticas.

TEMAS

La guerra en Colombia como síntoma de la crisis de estado. La guerra como alternativa para el desarrollo constitucional y como fenómeno previo al acuerdo político en la historia de Colombia. Las novedades de la Constitución Política de 1991:La Corte Constitucional. La Defensoría del Pueblo. La Fiscalía General de la República. 

La Acción de Tutela. Estados de excepción. 

La guerra en Colombia como síntoma de la crisis de estado

Una verdad contundente es que donde hay guerra ha fallado un pretendido pacto social de no-agresión. La pregunta es entonces ¿Por qué fallan los pactos sociales y se recurre a la guerra?   ¿Faltó convencimiento inicial de los agentes y protagonistas del pacto,, faltó tenacidad en su cumplimiento o no estaban todos los protagonistas que debieran estar en la firma del pacto?

Primero, el rechazo al pacto de no-agresión significa la quiebra del vínculo simbólico de la lealtad a un proyecto colectivo donde se ubicaban actores, que ahora aparecen como antagonistas. Segundo, implica un  replanteo en los modos de relación económica y socio cultural. Tercero, puede ser un síntoma de rechazo a formas de racionalidad colonialistas, hegemónicas, o de falta de una ética social del combatiente. 

Vamos a explicarlo, desde la historia colombiana:

En Colombia la optimista política oficial desconoció hasta la última década del siglo XX que fallara tal pacto social, indispensable para la constitución del estado. “Los hombres pasan, las instituciones quedan” fue el lema reiterado una y otra vez por la gran prensa en rechazo a la fiebre de protestas sociales desde los años 60. Hasta que se hizo una convocatoria para recomponer el pacto social y se abrió el juicio a las instituciones, a través de una asamblea nacional constituyente en 1991.

 También había resistencia a reconocer que existiera una guerra o que se presentara el fenómeno del desplazamiento forzado. Sólo se reconocía que existía violencia y que había grupos armados ilegales. Hasta que aparecieron nuevas acciones de ostentación de brutalidad contra la población civil, golpes de sangrienta propaganda como revelación de nuevos fenómenos económicos, y de  preanuncio de una nueva cultura y una nueva sociedad.

¿Y por qué prosigue la guerra, por qué falla el pacto de no-agresión si se supone que a través de una asamblea constituyente se refundó el estado con amplia base social, en 1991?. 

Porque sólo se supone la refundación, el hecho es que no se reinventó la política, ni las instituciones centrales, ni los partidos ni los movimientos políticos, faltó mayor concreción a la democracia participativa. 

Se pueden aventurar otras hipótesis (adicionales a la teoría vista del “Leisure Class “ de Veblen, a la búsqueda de status de algunos grupos) que tienen que ver con las limitaciones del Estado como símbolo de la unidad.

Guerra, porque el estado colombiano dejó una población importante por fuera de la institucionalidad oficial. 
 Así nunca ha podido ser ni garante ni símbolo de unidad de la sociedad civil y ha sido incapaz de ejercer el monopolio de la fuerza para mediar en los conflictos entre particulares. Se mantuvieron formas de discriminación racial y de violencia económica, opuesta a consolidar una sociedad justa y solidaria.

El estado elitista ha excluido toda imagen de un cuerpo social unido. 
 Del cuerpo del estado, la cara no es representativa en la comunión con la pluralidad, su racionalidad no pudo propiciar el salto de la declaratoria a la práctica propia de un estado social de derecho. 

La sociedad civil tampoco ha quedado exenta de posiciones elitistas antidemocráticas. Organizaciones que se muestran como no gubernamentales, O.N.G.,  no surgen de la diversidad de la población para testimoniar una democracia participante sino que tras ellas continúan los mismos depredadores del poder público, vestidos a través del ropaje privado.

 Al igual que lo hace el estado, la intervención de estas O.N.G. es a nombre de la desorganización de lo social. La prueba está en que instituciones que el estado contrata como O.N.G. para ejecutar los recursos de inversión pública son escrutadas antes de cualquier contrato para no incurrir o para incurrir en clientelismo, dentro de un ejercicio que se le llama “transparencia en la contratación”.

Otra causalidad que amerita profundizar es el uso de la guerra como presión para el cambio en los modos de producción (factor económico). 
 

La guerra se agudiza de manera intencional apelando a razones económicas, en un momento de transición cultural, en la formación del fenómeno urbano, industrial, manufacturero, de globalización de la producción y de globalización de los mercados.

El desarrollo de la ciudad según los clásicos, necesitaba nutrirse de la actividad libre del campesino. Por esto, uno de sus primeros actos fue la apropiación de tierras del campesino y la destrucción del feudo. 

De Colombia pueden presentarse dos ejemplos diversos en cuanto a los cambios de modos de producción con base en la guerra. 
En primer lugar un caso representativo de la guerra como medio de modernización es con el uso de fuerzas paraestatales. Ocurrió en la selva amazónica y en los llanos orientales 
 pero también en la Costa. De la Hacienda Belllacruz, una de las más grandes en el  departamento del Cesar, base de un emporio ganadero – Frigorífico La Gloria- fueron desplazadas alrededor de veinte mil personas por diferentes hechos de violencia.
 

El caso tuvo resonancia porque puso en evidencia la insensibilidad de representantes del Estado ante el fenómeno del desplazamiento forzado.
 

También ha tenido resonancia internacional este hecho porque  se ha visto implicado Carlos Arturo Marulanda Ramírez, quien fuera Ministro de Desarrollo (1988) y embajador de Colombia en Bélgica con poderes plenipotenciarios ante la Unión Europea, (1994-1996), durante la época en que sucedieron los hechos violentos que provocaron el éxodo campesino. 

En segundo lugar, un caso representativo de la guerra como medio de modernización es con el uso de fuerzas estatales en respaldo a los grandes latifundistas, que sería una de las causales del movimiento guerrillero en Colombia (Alape, 1994)
 .  Se ha asumido el reto de enfrentar al estado con dos opciones, con una ética social del combatiente que reconozca la dignidad de las personas, y  con otra que la desconozca.

La falta de soluciones al problema de la tierra llevó a prolongar el conflicto con la guerrilla. El cambio de mentalidad de luchar por la tierra a luchar por un proyecto revolucionario, se comenzó a discutir en la Conferencia constitutiva de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC. Como dijera Jacobo Arenas, en el lenguaje mesiánico de los años sesenta:“ Ya los nuestros no van a luchar por un pedazo de tierra, no van a luchar por reconquistar sus fincas, sino que se convierten en combatientes revolucionarios, que van desde ahora hasta el triunfo de la revolución”.

Por último, también habría que indagar si es causa de la guerra, el rechazo “irracional” a una cultura hegemónica, demostrado en la hostilidad contra la población civil, en la falta de una ética social del combatiente de ganar simpatizantes por la bondad y para el triunfo de la causa social.

Pero como réplica pudiera cuestionarse: ¿Acusar de “irracionalidad” a algunas fuerzas combatientes no sería un modo encubierto de comprometerse con un mundo hegemónico, la política filosófica puesta en juego para un desarme de las conciencias?  ¿Si se defiende una ética social será otro pretendido  intento de dominación cultural en una sociedad global?.

Es cierto que no se puede ya hablar impunemente de “La Razón", sino de diversas formas de racionalidad, algunas colonialistas, arrodilladas. Pero ¿es posible llevar la negación de toda razón  hasta negar la propia condición humana?

 La historia guerrera de América de norte a sur es maestra al cuestionar el discurso  moral colonialista. Washington, Bolívar y Martí tomaron por bandera la libertad y el respeto a la dignidad humana y nadie los puede acusar de haber exaltado por ello los valores dominantes del imperio. 

La historia libertaria americana no  trata, pues, de una reflexión teórica de la moralidad que encadena al "ser" con el “deber ser”,  considerando que el “hacer sigue al ser”, “agere seguitur esse”.  

Tampoco trata de medir las personas en relación con un dogma universal sobre lo que es  bueno, para validar lo que es digno,  posiciones que convierten a las personas en medios que pueden ser sacrificados para confirmar la doctrina.  

La historia de América cuestionó el discurso moral colonialista al tomar bandera en la práctica por la dignidad humana, pero hoy queda la pregunta, ¿y entonces en el caso colombiano por qué renunciar a una ética social del combatiente, que lo lleve a respetar a la población civil y a reconocer la dignidad humana?. Habría en la guerra de hoy una moral que no está suficientemente explicada. ¿Si es por el pueblo, por qué contra el pueblo?

Para reclamar el respeto a una moral revolucionaria se levantaría Ho Chi Min para recordar por qué es fundamental respetar la dignidad humana y por qué nó se debe convertir a la gente  en objeto de genocidio. 

La lección de Ho Chi Min es clave para entender el éxito vietnamita en la guerra contra Francia y luego contra Estados Unidos:

“Un pueblo y un ejército valerosos

No conocen nada imposible.

La raíz hace sólido al árbol. 

El palacio de toda victoria

Se construye sobre el pueblo entero”. 

En el caso colombiano los acontecimientos exigen concretar desde nuevos hitos, más explicaciones sobre el conflicto armado y el desplazamiento forzado.

Ya no basta culpar a los  latifundistas que corrían las cercas para ensanchar sus terrenos, ni tampoco a las guerrillas liberales inconformes con el reparto de poder luego de terminada la guerra de los mil días (1899-1902), ni a los levantamientos indígenas de Quintín Lame los que cambiaron la mentalidad sumisa de los resguardos y tampoco que fue la cruzada política y religiosa para arrinconar y en lo posible eliminar a liberales o que fue la creación del bloque sur de la guerrilla de orientación comunista. 

Un referente más actual tendría relación con el narcocultivo, o con el enfrentamiento entre los paramilitares en lucha contra la guerrilla por el control definitivo sobre un estado débil. 

Todas las causas posibles inciden en los desplazamientos de personas y hacia el crecimiento de núcleos urbanos.

Este esbozo sobre las razones y las sinrazones de la guerra, vista finalmente desde la historia colombiana, cualquiera que sea el juicio que merezca y por mucho que choque con los prejuicios interesados, es el fruto del dolor. Y ante la evidencia, como ante el infierno, debiera acogerse esta consigna:

“Qui si convien lasciare ogni sospetto;

Ogni viltà convien che qui sia morta”.

Guerra y Desarrollo Constitucional Colombiano

No existe una sociedad que encarne el ideal democrático para todo el mundo sino que cada sociedad está inmersa en su propia historicidad y desde ella debe responder a unos principios mínimos del ideal democrático. 

En el caso de la sociedad colombiana, en su Constitución Política la democracia es un principio fundamental, como lo ha sido en diferentes constituciones que ha tenido desde la creación del Estado en el siglo XIX, pero no ha sido propiamente el ejercicio libre del sufragio el acicate para los cambios constitucionales sino los conflictos armados.

Los actores políticos en Colombia han pretendido eliminarse mutuamente a través de la guerra (dialéctica de exclusión) y luego han buscado reconciliarse en el proyecto político nacional, (dialéctica de inclusión) a través de sucesivas reformas constitucionales.
 
Esta dialéctica de exclusión- inclusión encuentra al menos 3 referentes básicos en la historia, en el origen del bipartidismo (1848), en la lucha radical bipartidista (1948), y en la apertura del bipartidismo hacia un multipartidismo (1991).

A lo largo del siglo XIX se extendió la controversia y la lucha armada entre conservadores y radicales la cual no alcanzó a zanjarse políticamente en la constitución política centralista de 1886 ni militarmente en 1903  con el fin de la guerra de los mil días en la que se derrotaron las ideas liberales federalistas. 

Desde la culminación de la guerra de los mil días en 1902, Colombia cayo en una depresión colectiva desde todos los puntos de vista posibles, tanto político como económico y hasta democrático, y desde ese preciso momento, en las montañas de Santander, Cauca, Magdalena, Tolima y Cundinamarca, se estaban formando pequeños grupos armados con ideas revolucionarias que se auto proclamaron como grupos guerrilleros.

A la hegemonía conservadora sobre los liberales radicales surgió un proceso de recuperación del poder por parte del liberalismo. Este proceso tampoco estuvo exento de la violencia política, con la formación de grupos alzados en armas que apelaron a formas primarias de resolución de los conflictos. 

Los grandes conflictos sociales y económicos no resueltos ni por la vía constitucional ni por la vía armada desembocaron en expresiones de movilización ciudadana acaudilladas por Jorge Eliécer Gaitán, cuya muerte provocó un estallido de descontento denominado el “Bogotazo”, en 1948.

Luego de un acuerdo bipartidista entre el liberalismo y el conservatismo para alternarse en el poder, los grupos armados ajenos a ese pacto del Frente Nacional, con el pasar del tiempo fueron adquiriendo fuerza y se convirtieron en los llamados hoy en día: FARC ( Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia), ELN ( Ejercito de Liberación Nacional), EPL ( Ejercito de Liberación Popular), M19 ( Movimiento del 19 de Abril) y el Ejercito Jaime Bateman Cañon. Este proceso de consolidación de estos grupos armados duro casi 50 años, que cubrieron a nuestro país con una manta de sangre y dolor donde padecieron muchos inocentes.

Se puede decir que estos grupos obtuvieron su plenitud con la aparición del narcotráfico y el contrabando en Colombia en la época de los 70, y se han caracterizado desde entonces por su excelente organización tanto interna como externa. 

Su principal protesta se centra sobre los malos manejos por parte del gobierno de los recursos naturales de la nación, es decir, la explotación de la que estamos sufriendo por parte de las grandes multinacionales que vienen al país a extrae nuestro suelo y sus ganancias son millonarias, mientras que el país recibe mucho menos de lo que debiera recibir, y este poco se va para el bolsillo de los empresarios dejando al pueblo sin nada, siendo este el que debería ser el beneficiado por el negocio. La falta de interés en la busca de acuerdos y el repudio de la mayoría de los colombianos se pueden decir que son sus únicas debilidades.

Desde finales de los 80, el gobierno colombiano ha intentado entablar mesas de negociación con estos grupos guerrilleros con el fin de establecer un cese al fuego, lo que hasta hoy en día no se ha conseguido, y aunque se cuenta con el apoyo internacional, como mediadores, la violencia cada día crece mas y un posible arreglo se ve cada vez más lejano.

Los campesinos han sido obligados a buscar fortuna en las grandes ciudades debido a la violencia y esto aumenta cada vez mas el alto índice de pobreza y violencia que hoy existe en el país. 

NOVEDADES DE LA CONSTITUCION POLITICA COLOMBIANA DE 1991

La Constitución de 1991, para sus defensores, es el más grande avance del país durante su vida república según  ex constituyentes, congresistas y académicos, entre ellos, Carlos Lleras de la Fuente, Horacio Serpa, Antonio Navarro Wolff, César Gaviria.

Cumplir la Constitución, esto es, insistir en la revolución pacífica y humanística que ella plantea, es un imperativo frente al cual no podemos desfallecer ni claudicar Ha faltado voluntad política para generar cambios profundos con miras a conformar una sociedad más democrática, equitativa y libre, como lo ordena la Constitución.

 La crisis humanitaria que se manifiesta de modo incontenible, no es imputable a la Constitución que recoge el consenso universal sobre los derechos de la persona humana y los deberes de protección que incumben al Estado.

Si los procesos de paz prosperan, como todos esperamos, esos mismos principios mantendrán su vigencia, así se expresen mediante otras fórmulas lingüísticas.

La Constitución Política de 1991 fue aprobada, luego de una prolongada guerra irregular,  con la participación de cinco movimientos guerrilleros de la época (no todos con voz y voto), dándole mayor legitimidad a la Carta por el pluralismo que plasmó. Esa misma constitución hoy algunos sectores piden modificar, aunque no se le puede endilgar la culpa de los problemas que padece el país, porque el objetivo de una Carta Política no es resolver los problemas coyunturales: la corrupción política, la violencia, la impunidad,  que corresponden más a soluciones a través de procesos educativos.

Es que en la Constituyente de 1991, dicen los tratadistas, estaba representado el país todo: liberales, conservadores, comunistas, ex guerrilleros, militares retirados, deportistas, indígenas, negros. Casi todo el país.

Sus integrantes habían sido elegidos tras una dura confrontación pública y luego de superar odios que parecían irreconciliables.

Los ex integrantes del M-19 llegaban por el voto popular a un escenario democrático para redijera las instituciones que habían combatido por medio de las armas.

También arribaban los indígenas, de cuya presencia no se había tenido noticia en gobiernos civiles durante siglos.

Suele decirse que la Constitución Política de 1991 fue un pacto de paz. Pero el mismo día que los colombianos elegían a los constituyentes en diciembre de 1990, las Fuerzas Militares iniciaban su operativo contra el principal fortín de las Farc en Casa Verde. Hoy advierten los expertos que esa doble circunstancia determinó el futuro inmediato del país, y restringió el propósito pacificador de la Carta Política de 1991.

Luego de diez años de nueva Constitución, como nuevas instituciones que aportó, destacan:

La Corte Constitucional

La Defensoría del Pueblo

La Fiscalía General de la República

El Consejo Superior de la judicatura

Corte Constitucional: La Corte que estremeció al país

Creada para salvaguardar el texto de la Carta Política de 1991, la Corte Constitucional se constituyó en una de las instituciones más importantes del Poder Judicial. Con nueve magistrados, esta corporación ha logrado defender un polémico principio constitucional: “Colombia es un Estado social de derecho”.

Bajo este principio, la Corte Constitucional se convirtió en el tribunal que más ha influido en las instancias de la vida nacional. Ha logrado transformar realidades económicas y políticas colombianas. Este hecho, en muchas oportunidades, llevó a sus contradictores a pedir una reforma para reducir su poder.

Desde las sentencias de tutela hasta las de constitucionalidad, la corporación acercó –según sus propios magistrados– la justicia a la realidad del país.

Las crisis económicas y políticas de los tres últimos mandatos presidenciales tuvieron que ver con la Corte. El problema energético registrado durante el mandato de César Gaviria y las emergencias económicas de los presidentes Ernesto Samper y Andrés Pastrana, entre otros ejemplos, llevaron a la corporación a trazar una línea de conducta en el Ejecutivo: salvo los desastres naturales, todo se puede prever.

En materia económica, la Corte terminó con la upac y fijó las reglas para el crédito de vivienda, en 1999. Un año después, le dio valor al sueldo de los empleados oficiales y ordenó actualizarlo con base en la inflación, sobre la tesis de la movilidad salarial.

Pero no sólo en estos temas tuvo influencia. También despenalizó la dosis personal para el consumo de drogas, en 1994; le dio el aval a la eutanasia en situaciones especiales, en 1997, y le fijó reglas al aborto en 1994 y 2001, a la vez que sentó las bases para manejar las relaciones del Estado colombiano con la Santa Sede, establecidas mediante el famoso Concordato.

En materia de sentencias de tutela, el trabajo de la Corte también ha sido prolífico: prohibió la permanencia indefinida de las personas en los bancos de datos, en 1995, y en ese mismo año amparó el derecho a la libertad sindical.

Sin desconocer sus derechos, en 1997 logró erradicar de las calles del exclusivo sector de El Chicó –al norte de Bogotá– a travestidos y prostitutas, quienes habían invadido el espacio público.

Sobre el mismo tema, un año después permitió que los homosexuales pudieran dictar clases en los colegios, a partir de 1998. En 1999 sacó del clóset a los militares homosexuales en las filas de las Fuerzas Armadas.

Mediante la tutela, la Corte también ha estado presente reivindicando otros derechos contemplados en la Constitución Política. Es así como en 1998 ordenó a las empresas de medicina prepagada atender a los pacientes con enfermedades críticas, como sida y cáncer.

Ese mismo año defendió la libertad de culto en las comunidades indígenas, y bajo el derecho del libre desarrollo de la personalidad permitió que los jóvenes pudieran usar el pelo largo en los colegios.

Al mismo tiempo acabó con los bonos educativos que cobraban los colegios a los padres de familia, en 1997, y en 1999 ordenó trasladar las escuelas cercanas a las guarniciones militares, y tuteló el derecho a decidir sobre su sexualidad a los hermafroditas.

Se podría continuar citando muchísimos casos de tutela en los que la Corte hizo estremecer al país. Sin embargo, no sobra decir que este mecanismo –al que más se acude para una pronta justicia– es el que más tarea le ha dado: desde 1991 hasta ayer, los recursos de amparo recibidos se aproximaban a los 400.000.

 “La Corte Constitucional ha sido baluarte en la realización de la Carta Política. Y eso es cierto. Seguramente si no hubiera existido, la Constitución no habría tenido el desarrollo que los constituyentes previeron”. Con estas palabras, el presidente de la corporación, magistrado Alfredo Beltrán Sierra, definió la importancia de la Corte Constitucional en la vida del país.

En los anales de la Constituyente se consignó que hay que crear una Corte que se encargue de darle aplicación a esa Carta y que sea independiente de los poderes de Colombia. “Esa fue la misión que le dieron a la Corte”.

El magistrado no desconoció las controversias que la corporación ha provocado. “Ciertamente a algunos les parece que ha habido excesos en materia de las llamadas sentencias económicas. A otros les parece lo contrario”.

Para el magistrado Beltrán Sierra, no es posible que con un sistema distorsionado como el Upac llevara a los colombianos a sacrificar sus ahorros, entregar sus viviendas, y, luego, dejar que eso se acomodara al orden justo.

Defensoría del Pueblo: garante de Derechos Humanos

Antes de la Constitución de 1991, la práctica social y el trabajo de derechos humanos eran vistos desde el Estado y otros sectores como una “acción contestataria”, y se trataba de estigmatizar esta labor como una posición cercana a la insurgencia. Con la creación de la Defensoría del Pueblo se dio paso hacia la legitimación del discurso de los derechos humanos.

Asistir y velar por los derechos de poblaciones desplazadas, mujeres cabeza de familia, grupos marginados, discapacitados, minorías étnicas, menores vinculados a la guerra, detenidos, personas privadas de la libertad, así como buscar la equidad social, son algunas de las funciones prioritarias de esta entidad.

Es una institución que, además, permite acercar el ciudadano al Estado al prestarle asistencia judicial y jurídica a comunidades víctimas de violaciones a los derechos humanos. Por eso la importancia de la Defensoría Pública.

Al respecto, el actual Defensor, Eduardo Cifuentes, considera que “el Estado se ha dedicado a concentrar apoyos a la Fiscalía, pero le ha prestado escasa importancia y mínimo presupuesto a la Defensoría Pública”.

En criterio de Carlos Rodríguez, subdirector de la Comisión Colombiana de Juristas, la Defensoría Pública “le da garantía a quienes no tienen recursos para contratar a un abogado privado. No obstante, este sistema sólo cubre a personas acusadas y que estén detenidas, y aún no se ha cobijado por completo a las víctimas. Esto debe corregirse”.

El primer defensor del Pueblo fue el jurista Jaime Córdoba Triviño, hoy magistrado de la Corte Constitucional. En opinión de expertos, fue en este periodo cuando se sentaron las bases de la doctrina en derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario que hoy rige en el país.

Como se recordará, el Congreso aprobó durante su mandato el Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra, que fue adherido al ordenamiento interno.

La divulgación  de los DH se pudo llevar a sectores tradicionalmente refractarios al tema como la Fuerza Pública, pero también llegó a los grupos guerrilleros y de autodefensas, lo que le dio credulidad a la institución.

La Defensoría también ha logrado constituirse en un instrumento idóneo para el ejercicio de los DH por parte de los ciudadanos por medio de las acciones de tutela, populares y de cumplimiento. Así mismo, ha servido como modelo para Latinoamérica.

En agosto de 1996 asumió como defensor el abogado José Fernando Castro Caycedo. Durante su administración, la acción defensora se trasladó más hacia las regiones, estuvo presente en gestiones humanitarias como liberación de secuestrados y motines carcelarios, y mantuvo contacto con los actores armados.

“No sólo intervino en estas situaciones graves, reclamando la acción oportuna de las autoridades, sino que pudo exigir a guerrillas y autodefensas respeto por el DIH. Así ganó neutralidad”, señaló Daniel Medina, defensor para la Participación Ciudadana.

Pero en otros casos, por denunciar públicamente a violadores de los DH, han sido amenazados o asesinados algunos de sus funcionarios, tal como ocurrió con Iván Villamizar, ex defensor de Cúcuta, quien investigó la masacre de La Gabarra (Norte de Santander).

Con una enorme falencia presupuestal se le ha impedido desarrollar acciones contundentes en defensa de los DH y el DIH. Pese a lo anterior, consolidó las resoluciones defensoriales (figura que permitió denunciar casos como el de Chengue y Cajibío). Y ya se encuentra en marcha un sistema de información permanente que se nutrirá del reporte de entidades públicas que velan por los derechos humanos.

Según el Artículo 281 de la Constitución, el Defensor del Pueblo formará parte del Ministerio Público y ejercerá sus funciones bajo la suprema dirección del Procurador General de la Nación. Será elegido por la Cámara de Representantes para un período de cuatro años, de una terna elaborada por el Presidente de la República.

Además, velará por la promoción, el ejercicio y la divulgación de los derechos humanos, para lo cual ejercerá las siguientes funciones (Art. 282): orientar e instruir a los habitantes del territorio nacional y a los colombianos en el exterior en el ejercicio y defensa de sus derechos ante autoridades competentes o entidades privadas; divulgar los derechos humanos y recomendar políticas para su enseñanza, e invocar el derecho de hábeas corpus e interponer acciones de tutela, sin perjuicio del derecho que asiste a los interesados.

Organizar y dirigir la Defensoría Pública en los términos que señale la ley; interponer acciones populares y presentar proyectos de ley en asuntos relacionados con su competencia; Rendir informes al Congreso sobre el cumplimiento de sus funciones, y las demás que determine la ley.

 Hay que destacar actuaciones como la defensa frente a la impunidad, la posición asumida frente a la ley de guerra fue ilustrativa, lo mismo que en el tema de las fumigaciones, medio ambiente y defensa de la vida.

Sienta criterios, hace denuncias y gestiones, pero los instrumentos que obliguen sí son muy débiles. Planteó la suspensión de fumigaciones en el Putumayo y no pasó nada; hizo consideraciones sobre temas de tipo legislativo y no ha tenido mayor repercusión. En nuestro caso particular investimos a la Defensoría de una vocación especial para la defensa y la promoción de los derechos humanos, como expresión del principio vertebral según el cual la persona, su dignidad y sus derechos son el principio y el fin de toda la actividad del Estado.

Aunque en 1991 se preveía una Defensoría para un país en procesos de pacificación y no se sospechaban los escalofriantes niveles de violencia que hoy se viven en Colombia, la institución ha sabido adecuarse a las exigencias y desafíos de la difícil situación nacional. Pese a que las violaciones de los derechos humanos y del Derecho Internacional Humanitario continúan siendo de gran magnitud, las circunstancias serían aún peores sin los mecanismos y las instituciones que como la Defensoría del Pueblo se ocupan hoy de su salvaguarda.

Como institución de control, la Defensoría cumple la función de atender las quejas y denuncias de los ciudadanos cuando el comportamiento de los funcionarios públicos no se apega a los imperativos de los derechos humanos. Esa labor, que en algún momento generó suspicacias o temores, contribuye eficazmente a garantizar la legitimidad en el ejercicio de la función pública.

Puesto que la Defensoría del Pueblo carece de instrumentos coactivos, la fortaleza de sus pronunciamientos depende del reconocimiento de su autoridad moral y en ello queda todavía mucho camino por recorrer.

Hay que fortalecer la Fiscalía

Luego de los 10 años de promulgación de la Constitución Nacional, que el ente de investigación debe ser fortalecido para continuar en la lucha contra la impunidad, antes que debilitarla, para que cumpla su labor misional de investigación y acusación de los delitos.

El ente de investigación no es un organismo sin control, pues las decisiones que adoptan los fiscales deben tener un control de legalidad que consiste en que los jueces revisen si las medidas de aseguramiento son justificadas o no.

Con jueces aislados y desprotegidos difícilmente se hubiera podido combatir al cartel de Medellín o desvertebrar el cartel de Cali, o adelantar el proceso 8.000, o procesar o condenar a cientos de narcotraficantes, guerrilleros, paramilitares, secuestradores o extorsionistas.

La piedra angular de la Carta

Desde su primer día de funcionamiento ha generado polémica, pero sin duda es pieza esencial de la Constitución Política de 1991. La Fiscalía General de la Nación, fortalecida hoy por la dinámica de 3.570 fiscales en las 29 direcciones seccionales de todo el país, constituye el soporte básico para erradicar uno de los males sociales de la democracia colombiana: los elevados índices de impunidad en la justicia.

Como lo registra el último balance presentado por la Corporación Excelencia en la Justicia, “ha sido titánica la labor de la Fiscalía para atender los conflictos penales que aquejan a la Nación y sobresaliente su nivel de evacuación de procesos ante una demanda de servicios bastante alta”. Pero, igualmente, se mantiene intacto un debate jurídico: ¿Se requiere reforma para equilibrar las garantías entre la acusación y la defensa?

Pero más allá de la polémica entre expertos sobre la conveniencia o improcedencia de dicha reforma, lo cierto es que la gestión y decisiones de este organismo judicial hacen parte de la cotidianidad de los colombianos, y en buena parte sus aciertos son también logros del país.

Basta una mirada retrospectiva a los nueve años de trabajo en la Fiscalía para constatar que los tres juristas que la han orientado y sus más cercanos colaboradores, se han convertido en funcionarios acatados o líderes controvertidos. Suele decirse, incluso, que Colombia ha tenido más fiscales que Fiscalía, y en cada gestión no ha faltado quien deduzca intenciones políticas en algunos fallos judiciales. Sin embargo, prevalece el diagnóstico positivo para una institución que requiere el respaldo ciudadano.

El sonado proceso penal por la concesión ilegal de auxilios en favor de varios concejales de Bogotá, se convirtió en un aviso de que la Fiscalía estaba dispuesta a aplicar justicia a todo nivel. Otros procesos penales realzaron la figura pública de Gustavo de Greiff. Pero los apresuramientos y malos entendidos en la aplicación de la denominada política de sometimiento a la justicia, minaron la credibilidad de él como Fiscal General de la Nación.

Por edad de retiro forzoso no concluyó su período y lo reemplazó Alfonso Valdivieso Sarmiento. Y se dio inicio a una polémica gestión con expediente propio: el proceso 8.000. Fueron tres años en los que la Fiscalía tuvo un norte preferente: cortar y develar los nexos entre el narcotráfico y la política. Y una vez más el Fiscal descolló más allá de su propio escenario judicial y terminó aspirando a la Presidencia de la República. Pero se conservó la credibilidad del organismo.

En Colombia la comisión de delitos desborda cualquier estructura estatal o política criminal organizada. ¿Qué hacer para que la Fiscalía alcance toda la dimensión expuesta en la Constitución de 1991?

Los expertos creen que lo básico es que no se siga legislando en materia penal, se fortalezca el sistema de defensores públicos, se incrementen las decisiones que protejan los postulados del Derecho Internacional Humanitario, se insista en investigar a fondo las distintas modalidades de corrupción pública y privada, y si el Congreso establece que es necesaria la reforma a la Fiscalía, que se concrete su estructura definitiva.

Las funciones

Según la Constitución Nacional de 1991, corresponde a la Fiscalía General de la Nación, de oficio o mediante denuncia o querella, investigar los delitos y acusar a los presuntos infractores ante los juzgados y tribunales competentes. Para tal efecto deberá:

1º Asegurar la comparecencia de los presuntos infractores de la ley penal, adoptando las medidas de aseguramiento. Además, y si fuere del caso, tomar las medidas necesarias para hacer efectivos el restablecimiento del derecho y la indemnización de los perjuicios ocasionados por el delito.

2º Calificar y precluir las investigaciones realizadas.

3º Dirigir y coordinar las funciones de policía judicial que en forma permanente cumplen la Policía Nacional y los demás organismos que señale la ley.

4º Velar por la protección de las víctimas, testigos e intervinientes en el proceso.

5º Cumplir las demás funciones que establezca la ley. El Fiscal General de la Nación (elegido para un período de cuatro años por la Corte Suprema de Justicia) y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. La Fiscalía General de la Nación está obligada a investigar tanto lo favorable como lo desfavorable al imputado y respetar sus derechos fundamentales y las garantías procesales que le asisten.

La Fiscalía, indudablemente, ha servido al nuevo modelo jurisdiccional del país. El sistema acusatorio llegó a nuestro ordenamiento jurídico para quedarse. Ahora lo que estamos discutiendo es si debe tener tanto poder como lo tiene hoy, o hay que ponerle algunas limitaciones para que no llegue de pronto a desbordarse.

Ees una institución que cambió la cara de la justicia en Colombia frente a las grandes organizaciones criminales.

Crítica a la Fiscalía de Hernando Londoño Jiménez, Ex constituyente y tratadista de derecho penal

Como autor de la iniciativa sobre la creación de la Fiscalía General de la Nación, siento una inmensa defraudación por la forma como esta institución ha funcionado en estos diez años de vigencia. Mi inconformidad no nace de la forma jurídica como fue concebida en la nueva Carta, sino por la manera como se puso a funcionar a través de decretos del Ejecutivo y leyes de la República.

Lo primero fue el caso insólito en el que la Asamblea Legislativa designada por la Constituyente –bajo la influencia del gobierno Gaviria– aprobó 45 decretos de estado de sitio relacionados con la administración de justicia y un Código de Procedimiento Penal, todo de corte fascista y en contravía de los principios garantistas que habíamos aprobado en la Asamblea Nacional Constituyente.

Lo más grave de todo es que esa legislación de estado de sitio, por extraña paradoja con la Constitución del 86, fue declarada legislación permanente por el Congreso. Y para que nada faltara en esa desenfrenada carrera de los órganos del poder público contra la Carta, la primera Corte Constitucional que tuvimos declaró escandalosamente exequible esa legislación y la consideró ceñida a la Carta Magna que habíamos expedido.

Desde esa Fiscalía también se ha incitado para desconocer la norma constitucional sobre el hábeas corpus, una conquista de la humanidad por el respeto a la libertad y a la dignidad humana. En fin, con esa Fiscalía desnaturalizada se ha llegado a legislaciones absurdas, como aquella que prohibe la libertad de los inocentes, quienes una vez absueltos en primera instancia tienen que esperar por meses y hasta por años a que el superior confirme la sentencia.

Con la Fiscalía como ha funcionado, se han violado absolutamente todos los principios consagrados en la Carta, como los de presunción de inocencia, el de favorabilidad, el de igualdad, el de contradicción, el de defensa, el de la moralidad, el de la publicidad y muchos más.

Es así como los poderes Ejecutivo y Legislativo, y hasta la propia Corte Constitucional, se han unido para quitarle a la Fiscalía ese marco constitucional que la engrandeció en su creación. Nunca antes como ahora se había violado tanto la Carta en materias fundamentales dentro de un Estado de Derecho.

En lo que se refiere a la Fiscalía, el señor Fiscal saliente cosechó aplausos diciendo que en sus cuatro años se habían dictado 7.398 medidas de aseguramiento y 4.936 resoluciones acusatorias. Pero lo que nunca dijo fue cuántas de esas providencias se mantuvieron incólumes al pasar a los jueces, en donde miles de ellas se convirtieron en absoluciones.

Lo que no dijo fue cuántas de esas providencias fueron revocadas y cuántas se convirtieron en autos de preclusión –por errores judiciales– porque los sindicados eran inocentes o porque no hubo prueba suficiente contra ellos.

Lo que no se atrevió a mostrar el Fiscal son las estadísticas sobre sentencias condenatorias, tan ínfimas en relación con las resoluciones acusatorias. Si lo hubiera hecho, se habría demostrado la preocupante impunidad es este país, y cómo la acción de la Fiscalía no dio los frutos que se predican tan en alta voz.

La Acción de Tutela: Acierto jurídico 

La tutela cambió la forma de acceder a la justicia en Colombia e hizo posible la protección real de los derechos fundamentales. Por eso, desde los expertos en derecho constitucional hasta los menos conocedores de la jurisprudencia, todos reconocen que lo más publicitado de las innovaciones de la Constitución de 1991 fue el recurso de tutela.

Por primera vez en la historia del país, en el término perentorio de diez días, los colombianos lograron subsanar errores del Estado o de los particulares, sin mayores formalismos, trámites ni complicaciones jurídicas. Quizás ello explica que se hubiera desbordado su uso, al punto que en sólo un año han llegado a interponerse más de 38.000 recursos.

En sus orígenes, se tramitaron tutelas de toda índole. Pero con el paso de los años se ha dosificado su uso. Sin embargo, los reclamos por asuntos de salud, o buscando la defensa del derecho a la igualdad, siguen siendo los temas más invocados. También es alta la instauración de recursos por debido proceso, derecho a la educación y garantías laborales.

Son muchas las tutelas rechazadas. También es alto el número de las declaradas improcedentes. Pero instituciones como Cajanal, las alcaldías o gobernaciones, los despachos judiciales, el seguro social u otras instancias del sector público, han tenido que acostumbrarse a los reclamos de la gente, a través de un recurso que revolucionó el país.

Opinan los expertos

En criterio del ex magistrado de la Corte Constitucional Antonio Barrera Carbonell, “en virtud de la tutela, los ciudadanos de Colombia conocieron la Constitución, ejercieron los derechos en forma eficaz y oportuna, tomaron conciencia de que la Carta Política los protege y vieron de qué manera se puede hacer pronta y cumplida justicia”.

A su vez, Carlos Enrique Marín Vélez, presidente de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, consideró que “la tutela fue un buen logro, porque acercó el derecho a la gente”. Alfredo Beltrán Sierra, presidente de la Corte Constitucional, agregó: “No fue la panacea del derecho, pero permitió a la gente ventilar sus reclamos”.

El consejero de Estado Manuel Urueta indicó que “el balance es muy positivo, porque hoy no es posible deslindar la tutela de la Constitución. Germán Valdés Sánchez, vicepresidente de la Corte Suprema de Justicia, dijo: “Es una figura importante, aunque algunos la hayan utilizado con propósitos diferentes a los enunciados en la Constitución Política de 1991.

El ex magistrado del Tribunal de Cundinamarca, Ernesto Rey Cantor, añadió: “La tutela les dio efectividad a los derechos constitucionales fundamentales. Fue un acierto de los constituyentes de 1991. Es un mecanismo procesal de protección efectivo y garantizador, y cualquier intento de reforma a la misma sería como recortarle las alas”.

Pedagogía y respaldo

Pero quizás uno de los aspectos que fortalecieron la tendencia de los colombianos hacia la tutela fue la pedagogía que se hizo de la misma. Casi desde su inserción en el ordenamiento jurídico colombiano, la Defensoría del Pueblo, las ONG, la academia y otras instancias públicas y privadas divulgaron el recurso y éste se convirtió en asunto común.

También resultó definitivo el interés que le prodigaron jueces y magistrados en las distintas instancias del Poder Judicial, quienes fueron consolidando una jurisprudencia que hoy permite fortalecer la protección de los derechos fundamentales, en un país donde de manera cotidiana se desconocen.

En síntesis, la acción de tutela, como la opción ciudadana de protección constitucional para promoverse ante los jueces en todo tiempo y lugar, diez años después de su creación sigue siendo la herramienta básica para que la justicia se ponga al alcance de todos.

Funciones de la acción de tutela

Según el artículo 86 de la Constitución del 91, toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la omisión de cualquier autoridad pública.

En el mismo artículo, la Carta Magna señala que la protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, insiste la norma, será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

La acción de tutela sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro recurso o medio judicial, salvo que aquella se utilice como un mecanismo transitorio para evitar que se cometa un perjuicio inevitable.

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo o respecto de quienes el solicitante se halle en subordinación o indefensión.

Estados de Excepción: Reto de preservar orden público

Como en tiempos de vigencia del estado de sitio en que la opinión pública se dividió entre detractores y partidarios de esta herramienta excepcional de la Constitución de 1886, la eficacia y conveniencia de los estados de excepción previstos en la Carta de 1991 aún causan polémica.

Sin duda, como lo reconocen varios historiadores, del artículo 121 de la Constitución de 1886 se abusó tanto en Colombia que dejó de ser excepción para convertirse en permanente. Quizás ello explica que una de las primeras intenciones de la Constituyente de 1991 fuera reformarlo.

Desde el miércoles 9 de noviembre de 1949 hasta la antesala de la Constitución de 1991, todos los gobiernos, unos en mayor proporción que otros, apelaron al estado de sitio para confrontar las perturbaciones del orden público. Sin embargo, la situación del país en materia de violencia siempre se empeoró.

Con estos antecedentes y diagnóstico, el Constituyente de 1991 convirtió el estado de sitio en conmoción interior, limitó su alcance y reguló su vigencia. Dos estados excepcionales más complementaron la decisión del Constituyente: el estado de guerra y la emergencia económica.

Sigue la controversia

Al año de expedida la Constitución de 1991, para corregir un “error” del Código de Procedimiento Penal, el gobierno de César Gaviria estrenó la conmoción interior. Neutralizó la libertad de un alto número de sindicados, y de paso creó diversas normas para reorientar un orden público descontrolado.

El gobierno Samper hizo lo mismo. Despuntando el 8.000, el Presidente decretó la conmoción interior. La Corte Constitucional la declaró inexequible. Pero en noviembre de 1995 asesinaron a Gómez Hurtado, el gobierno la decretó de nuevo, la Corte la aceptó, se expidieron decretos, y el orden público siguió agravado.

¿Es entonces la conmoción interior el instrumento para fortalecer la defensa del Estado? El analista Alfredo Rangel sostiene que “sólo situaciones sobrevinientes de orden público o catástrofes permiten apelar a esos estados de excepción. Por eso se hace difícil acudir a esos estados de excepción para controlar la guerra interna”.

Y agregó Rangel: “La ley de defensa es un avance que da posibilidades legales para actuación de la fuerza pública y enfrentar guerrillas y paramilitares. Pero está lejos de los reales requerimientos y las facultades que necesita la autoridad. Las democracias europeas para enfrentar amenazas menores establecieron estatutos antiterroristas más fuertes”.

A su vez, el congresista Luis Fernando Velasco consideró que “la conmoción interior tal como quedó consignada es un avance indudable, democrático y garantista. Además, existe control de forma y contenido que logra un grado de nivelación de poderes significativo. En las operaciones militares se deben cuidar los derechos fundamentales, porque un Estado eficiente en DH, debe diferenciarse de quienes enfrenta”.

El analista Marco Romero indicó: “Hay un debate de dos caras. Quienes apostamos a la negociación desde la institucionalidad y quienes no creen que así sea. Si se asume que Colombia está en guerra y se debe declarar el estado de excepción, implica que éste sea permanente y así se deben abandonar los pocos elementos de institucionalidad que quedan”.

El marco constitucional de los estados de excepción

Según el artículo 212 de la Constitución de 1991, es el presidente de la República, con la firma de todos sus ministros, quien está facultado para declarar el Estado de Guerra Exterior. Mediante la declaración, el Gobierno tendrá las facultades estrictamente necesarias para repeler la agresión, defender la soberanía, atender requerimientos de guerra y procurar el restablecimiento de la normalidad. Sin embargo, sólo procederá tras la declaración de guerra por parte del Senado.

Igualmente, en caso de grave perturbación del orden público que atente de manera inminente contra la estabilidad institucional (art. 213), la seguridad del Estado o la convivencia ciudadana, y si tal situación no puede ser conjurada mediante el uso de atribuciones ordinarias de las autoridades de Policía, el presidente podrá declarar la conmoción interior. La declaración puede cobijar todo o una parte del país. La declaratoria es por 90 días, prorrogable por dos períodos iguales.

Sin embargo, los estados de excepción deben tener en cuenta que sólo pueden referirse a materias directamente relacionadas con la situación que determinó la declaratoria, no podrán suspenderse los DH ni las libertades fundamentales y se debe respetar el DIH; no se interrumpirá el normal funcionamiento de las ramas del poder público; apenas hayan cesado las causas se levantará el estado de excepción y el presidente, sus ministros y los funcionarios públicos serán los responsables de los abusos que se presenten. La Corte Constitucional declarará la constitucionalidad o no del estado de excepción (art. 214).

Cuando se presenten perturbaciones del orden económico, social o ecológico o que constituyan grave calamidad pública el presidente, con firma de sus ministros, podrá decretar la emergencia económica (art. 215)por períodos hasta de 30 días o máximo de 90 días calendario.

El Congreso deberá evaluar, en un lapso máximo de 30 días, el informe presentado por el Gobierno. Al terminó de ese tiempo deberá pronunciarse sobre la conveniencia y oportunidad de las medidas. En ningún caso se podrán desmejorar los derechos sociales de los trabajadores mediante los decretos expedidos.

‘Las normas no son eficientes’

Harold Bedoya Pizarro

General en retiro - Ex candidato presidencial

“La Constitución impide que las Fuerzas Armadas persigan a los delincuentes y someterlos a la autoridad legítima. El último gran delincuente sometido fue Pablo Escobar, cuando se logró su captura y la de sus 120 bandas de sicarios gracias a la justicia penal militar que interrogó, hizo allanamientos y aportó pruebas a la Fiscalía.

Las Fuerzas Armadas operaron así hasta que el Gobierno tenía la facultad de entregar a la justicia militar delitos como el terrorismo y el narcotráfico. En los estados de excepción, las FA no tienen las facultades que tenían con la Constitución de 1886 hasta cuando se tuvieron las facultades en el Estado para asumir responsabilidades relacionadas con el orden público. Ahora son muy cortos e insuficientes para someter a Tirofijo. Las normas vigentes no son eficientes ni operativas”.

‘Excepción está sin dientes’

Vladimiro Naranjo Meza

Ex magistrado de la Corte Constitucional

“A los estados de excepción se les quitaron los dientes con los parámetros que se consignaron en el texto de la Constitución de 1991, los cuales son pocos en un país que vive en permanente crisis y en el que lo que debería ser excepcional se ha convertido en lo normal. El Estado debe contar con mayores facultades para enfrentar el conflicto, debe mantenerse el respeto a los derechos humanos, pero se deberían reformar las facultades de policía del Gobierno como detenciones preventivas.

El control político de los estados de excepción debe hacerlo exclusivamente el Congreso, y la Corte Constitucional no se debe pronunciar sobre los asuntos de fondo, porque es el Gobierno el que cuenta con los elementos de juicio para determinar cuándo es necesario decretar los estados de excepción”.

‘La reforma cumplió propósitos’

Jaime Bernal Cuéllar

Ex procurador general de la Nación

“La reforma a la figura de los estados de excepción en 1991 respondió a la necesidad de poner límites efectivos al abuso del antiguo ‘estado de sitio’. En vigencia de la Constitución de 1886 con cualquier pretexto se acudía al estado de sitio y lo excepcional se volvió regla general. Con la nueva Constitución se contemplan tres alternativas de esta figura y se establecen estrictos límites temporales.

En materia penal se establecieron dos límites: la prohibición de establecer el juzgamiento de civiles por militares y la prohibición de modificar o suprimir las funciones de acusación y juzgamiento. Aunque con la nueva Carta ya se ha empleado la conmoción interior y la emergencia económica, se ha cambiado la cultura del estado de sitio. Las deficiencias no son predicables de la Constitución sino de su uso y aplicación por los gobernantes”.

Los estados de excepción en la Constitución de 1991

Por: Álvaro Echeverri Uruburu

Ex constituyente y ex magistrado del Consejo Superior de la Judicatura.

Para el momento en que se reunió la Constituyente de 1991, existía un amplio consenso nacional e internacional respecto a la degradación en la cual había caído el régimen político colombiano por la aplicación permanente del estado de sitio. Un mecanismo, que previsto como excepcional para hacerles frente a situaciones de perturbación del orden público, se había tornado recurso normal y ordinario para el ejercicio del poder.

Lo más grave de la perversión del estado de sitio consistió en su utilización para contener y criminalizar la protesta social legítima. Esta característica se reveló desde el primer gobierno del Frente Nacional encabezado por Alberto Lleras Camargo, cuando se utilizó el régimen de excepción para ponerle término a la huelga del ingenio Riopaila en el Valle del Cauca.

Después se emplearía para reprimir huelgas como la de los maestros y del sector bancario durante el gobierno Valencia. Los paros obreros de los trabajadores de la USO en Barrancabermeja, igualmente llevaron a los gobiernos de turno a implantar el estado de sitio. Los movimientos estudiantiles en las universidades públicas fueron enfrentados a través del régimen excepcional. Sin olvidar que un simple paro de los médicos en el ISS justificó la declaratoria del estado de sitio durante el gobierno López Michelsen.

En todos estos casos, desaparecidos los hechos que dieron lugar a la implantación del estado de sitio, éste se prolongó indefinidamente so pretexto de existir otras situaciones de perturbación.

Este último aspecto, que tornó permanente lo que jurídicamente era excepcional, se justificó en la necesidad de enfrentar a la insurgencia armada. Pero las medidas que se tomaron a su amparo no solamente demostraron su inutilidad e ineficacia, pues la subversión siguió creciendo durante todos esos años, sino que fueron el caldo de cultivo para flagrantes violaciones de los DH, como ocurrió con el tristemente célebre “Estatuto de Seguridad”, expedido en ejercicio de las facultades de estado de sitio, durante el gobierno Turbay Ayala.

En consecuencia, para superar los abusos del estado de sitio y la falta de legitimidad que significaba la existencia de una democracia en permanente estado de anormalidad, la Asamblea Nacional Constituyente de 1991 modificó sustancialmente el régimen de excepción en los siguientes aspectos:

a. En cuanto a las condiciones de implantación de la “conmoción interior” –designación que se adoptó para el desprestigiado “estado de sitio”–, haciéndolas más exigentes, con el fin de que no se utilizara sino para circunstancias particularmente graves y no para aquellos casos que, aun significando una alteración del orden –un paro, una huelga, una movilización ciudadana– no constituyesen amenaza a las instituciones o a la seguridad ciudadana.

b. En cuanto a las facultades que puede asumir el Gobierno durante el período excepcional, se estableció que podría suspender leyes que fuesen incompatibles con el restablecimiento del orden, pero en ningún caso abolir o suspender garantías y derechos fundamentales, como ocurría con el antiguo estado de sitio. Tampoco podría someterse a los civiles a juzgamiento por parte de los tribunales o cortes marciales, retomando un clásico principio de la democracia que excluye los llamados “tribunales de excepción”.

C. En cuanto al tiempo de duración de la conmoción, se consagró que ésta no podría prolongarse más allá de 90 días, prorrogables por otro tanto por decisión del Congreso de la República, con lo cual se pretendió evitar la permanencia indefinida de la institución, comprometiendo al Legislativo en la responsabilidad de mantener el orden público.

En conclusión, cabe preguntarse: Un instrumento jurídico como la conmoción interior, previsto para circunstancias excepcionales y limitado en cuanto al tiempo y a las facultades que asume el Gobierno nacional, ¿puede ser una herramienta eficaz para enfrentar una guerra interna como la que vive el país y que amenaza la continuidad de sus instituciones políticas?

Uno pensaría que no, pues la conmoción interior está prevista constitucionalmente para hacerles frente a situaciones excepcionales y no permanentes, como ocurre con una guerra interna que ya lleva más de cuarenta años. Igualmente, dicha institución supone que las alteraciones del orden pueden ser sofocadas de manera relativamente rápida y contundente.

Para enfrentar una guerra interna, como la actual, el Estado debe acudir a otros recursos jurídicos, como la expedición de un estatuto de defensa democrático, fruto de amplios consensos y que debe acomodarse a los principios, valores y regulaciones de la Constitución Nacional que lo provea de manera permanente para enfrentarla. 

Preguntas para el pensamiento crítico, la discusión y concertación de soluciones

Lecturas previas: Del Seminario de Democracia,  los ensayos sobre Novedades de la Constitución Política de 1991, corte constitucional, defensoría del pueblo, tutela, estados de excepción..

Leer detenidamente y traer a clase  por grupos,  los temas preparados. 

1. En grupos, elaborar el mayor número posible de preguntas que interroguen sobre el tema preparado. Exponer las respuestas en clase.

2. Expresar cuáles son los conflictos de intereses individuales y colectivos planteados en el tema escogido por cada grupo. Preparar un informe y exponerlo en clase.
Preguntas para el pensamiento crítico, la discusión y concertación de soluciones

Lecturas previas: Del Seminario de Democracia,  los ensayos sobre los  retos de la democracia contemporánea.

3. Película El Juicio de Nuremberg, de Alec Baldwin

Tema. Democracia. Unidad 1. La Globalización

En la película se diferencian grupos de interés que se encuentran en el Juicio de Nuremberg.

· Los Gobiernos de países aliados que vencieron en la 2da guerra mundial. (bloque “comunista” y bloque de “democracia liberal”. 

· La “humanidad” que se invoca para aplicar una justicia internacional, no a nombre de los vencedores sino incluso a nombre de la población alemana vencida. (ONU) 

· El Gobierno Nazi

· La población civil víctima de los nazis.

A. Caracterice cada uno de los anteriores grupos de interés y qué pretensiones tienen hoy. 

B -  Indique 3 ejemplos de impacto positivo y 3 ejemplos de impacto negativo (en cuanto a la política, la cultura, la economía) que pudo haber dejado de este espacio de encuentro de la comunidad internacional para la construcción de la democracia contemporánea. 

C. - Los escenarios creados para toma de decisiones en una  sociedad globalizada generan inquietudes por sus implicaciones en asuntos como el trabajo, la religión, la identidad cultural, la seguridad, el urbanismo. Cuáles inquietudes tiene usted respecto a esos asuntos ante la globalización.

D. - Organizar una mesa de negociación simulada, donde cada uno representa el rol de aquel con el que menos se identifica. 
E.- En grupo, formular el mayor número posible de preguntas sobre la película. Responder esas preguntas asignando un responsable por cada respuesta.

En sus análisis, retome los conceptos de globalización política y económica (producción y comercio),  estrategias de implicaciones globales diferentes en el bloque comunista, bloque liberal y bloque fascista, implicaciones del avance del proceso de globalización respecto a la soberanía, la pérdida de autonomía, garantía de respeto a los derechos humanos, amenazas y oportunidades que ofrece la globalización a los profesionales.
Preguntas para el pensamiento crítico, la discusión y concertación de soluciones

4. - La división política del territorio de su municipio se basa en barrios y grupos de barrios (comunas).  Consulte a las organizaciones comunitarias representativas de sus barrios o comunas. Caracterice mediante indicadores cuáles son los principales problemas y cuáles son las estrategias de intervención propuestas.

5: En la vía de llevar los conceptos de democracia participativa vistos en el curso hacia el terreno de la práctica, usted puede presentar con la debida asesoría técnica, proyectos de solución a problemas puntuales, a las autoridades gubernamentales, que consulten necesidades identificadas por las organizaciones sociales. Para ello se requiere el siguiente proceso.

· Defina en cuál sector o temática de problemas está dispuesto a intervenir: Inseguridad, mejoramiento de escenarios deportivos, capacitación para la práctica deportiva, dotación para modalidades deportivas, mejoramiento de escenarios de encuentro comunitario, capacitación artística o laboral a grupos específicos (tercera edad, jóvenes, madres cabeza de hogar) mejoramiento de centros docentes (escuelas, colegios públicos).

· En el sitio http://cuaohumanidades.tripod.com, en la página de proyectos sociales de estudiantes, baje el formato para el diligenciamiento de proyectos menores con metodología 019 de Planeación Nacional. (11 primeras páginas) y elabore una propuesta de diligenciamiento.

6. En su universidad, cuál considera el principal problema que le afecta. Enúncielo de manera específica considerando las variables relevantes. Obtenga los datos pertinentes con los cuales solucionarlo, diferenciando un objetivo general, resultados esperados, indicadores de metas. ¿Cuál es la población objetivo, la localización, la duración y posibles costos de la intervención?. Con el propósito es perfeccionar y completar la propuesta o formular nuevas alternativas, consulte a modo de guía proyectos de intervención propuestos por estudiantes de diferentes programas de la CUAO, en el sitio web http://cuaohumanidades.tripod.com,  página “proyectos sociales de estudiantes”.
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Planteamiento del problema





¿ ¿Si en Colombia existe constitucionalmente un Estado Social de Derecho, es contradictorio que al mismo tiempo que nos encontremos en guerra interna y algunos sectores desconozcan la autoridad del estado?


¿Cuál es la relación en Colombia entre la guerra y la crisis de estado. Por qué se acude a mecanismos violentos de solución?


.¿Para que haya democracia en Colombia se requiere que haya pleno ejercicio de ella o sin gozo absoluto de ella la democracia es un mito?








� Se encuentra en crisis el Estado  en conflicto con insurgencias armadas, desde el siglo XIX contra ejércitos regionales Así, durante el siglo XIX, a más de decenas de rebeliones locales, se presentaron ocho grandes guerras civiles: la de 1839-1841 conocida como la Guerra de los Conventos o de los Supremos; la de 1851; la de 1854; la de1859 a 1862, la de 1876-1877; la de 1884-1885, la de 1`895 y la de 1899 a 1902 conocida ésta última como Guerra de los Mil Días. Historia de Colombia, Vol. II. Ed. Planeta. Bogotá 1989. pág.157-158.


� PECAUT. D. Orden y Violencia: Colombia, 1930-1954, Siglo XXI. México. Pág. 20 El Estado Colombiano surgió como una propuesta de unas elites del bipartidismo. El Estado fue forzado a defender de modo alternado las cosmovisiones de cada partido, fundamentadas en principios trascendentes que integran (en el caso conservador) o escinden (en el caso liberal) lo político y lo religioso.


� GUZMAN, Alvaro, anotaciones a una conferencia dictada en el diplomado “Políticas Públicas para el Manejo de Migraciones”, Cali, Abril-Mayo  2002  


� Alfredo Molano sostiene que esta apropiación de tierras se caracteriza por la ganaderización, que supone transformar selvas y zonas de colonización agrícola en haciendas de ganadería extensiva, en detrimento de los campesinos sin tierra y con un impacto ambiental evidente. Véase. Molano Alfredo, Selva Adentro, Editorial Planeta, 1995.


� Roja J: Sánchez D. En la Miel no todo es Dulzura,  en “Reasentamiento en Colombia”, Banco Mundial, Alto Comisionado de Naciones Unidas Para Refugiados, Bogotá, 2000.


� El padre del implicado en acciones de fuerza contra la población, el empresario Alberto Marulanda Grillo inició en 1945 un proyecto de ganadería extensiva con el apoyo del gobierno conservador del entonces presidente Mariano Ospina Pérez.  A  las seis mil hectáreas que adquirió se sumaron otras seis mil hectáreas, en desarrollo de la ampliación el latifundio, según el proceso judicial “mediante el despojo a campesinos del lugar”.� Los campesinos de la Hacienda Bellacruz fueron obligados a salir por grupos que ellos señalan como paramilitares, y que actuaron en medio de la impunidad. Los desplazados de Bellacruz ocuparon la sede nacional del Incora entre el 14 y 21 de Marzo de 1996. Hubo un acuerdo con el Gobierno para reubicarlos de modo definitivo en tierras que serían adquiridas por el Incora. La gobernadora de Cundinamarca, en ese entonces, Leonor Serrano de Camargo, se negó a recibir a las familias en algún municipio del departamento, impartiendo órdenes en tal sentido a todos los alcaldes del mismo. El principal argumento para no permitir el ingreso de los desplazados era la sindicación de que eran “guerrilleros” que podrían “traer problemas de orden público”.


Ante la estigmatización a los que fueron sometidos, los campesinos interpusieron una acción de tutela, mecanismo constitucional de defensa de los derechos fundamentales vulnerados, en este caso la libertad de circulación y la dignidad humana.





 Luego del trámite de la tutela en el juzgado que la aceptó y el Tribunal Superior de Bogotá, que la negó, el caso fue asumido por la Corte Constitucional, que finalmente revocó la sentencia del Tribunal Superior de Bogotá y de la sala civil de la Corte Suprema de Justicia y se previno a la gobernadora de Cundinamarca, Leonor Serrano de Camargo, para que en el futuro se abstenga de restringir la libre circulación de las personas desplazadas por la violencia y para que les preste un trato acorde con la dignidad humana. Se le ordenó a la Defensoría del Pueblo un curso de promoción de los derechos humanos dirigido a la gobernadora y a todos los alcaldes del Departamento de Cundinamarca, mediante los mecanismos presenciales o semipresenciales.


� ALAPE, Arturo, Tirofijo: Los Sueños y las Montañas.  Ed. Planeta. 2da. Edición. 1994


� ALAPE, A. Obra citada. . Pag 83.


� HO CHI MINH: Obras escogidas, Publicado en español, traducido por Juana BIGNOZZI, Editorial ABRAXAS, Buenos Aires, 1974, páginas 103 y 104. Editado digitalmente para RED VASCA ROJA por Justo de la Cueva. Iruñea. Nafarroa. Hego Euskal Herria: Respecto a los principios de los combatientes en la lucha guerrillera decía HO Chi Min: No hacer nada que pueda perjudicar los huertos, terrenos y cultivos de la población; no ensuciar ni dañar sus casas y sus muebles.


No insistir demasiado en comprar o pedir lo que la gente no quiere vender ni prestar.


No faltar nunca a nuestra palabra.


No atentar contra las creencias o costumbres populares. No hacer ni decir nada que pueda hacer creer a los habitantes que les despreciamos.


Ayudar efectivamente a la población en sus trabajos cotidianos (cosecha, recolección de leña, transporte de agua, reparaciones...). De acuerdo con sus posibilidades, realizar compras para la gente que habita lejos del mercado (comprarles cuchillos, sal, agujas, hilo, plumas, papel...)


En las horas de ocio, contar anécdotas alegres, simples y útiles para la resistencia sin traicionar los secretos de la defensa nacional.


Enseñar el alfabeto y las nociones de higiene más simples.


Estudiar las costumbres regionales para comprenderlas bien, en primer lugar para ganar la simpatía de los habitantes, luego para explicarles poco a poco por qué es conveniente ser menos supersticiosos.


Hacerle sentir a la población que somos serios, trabajadores, disciplinados.


� "Déjese aquí cuanto sea recelo; Mátese aquí cuanto sea vileza". Dante Alighieri. La Divina Commedia.”Testo Crítico della Societá Dantesca Italiana, Ventunesima Edizione (Completa), Ulrico Hoelpli, Editore Libraio, Milano” 1983.


�  Ver anexo 1. La novedad de la Constitución Política Colombiana de 1991 





� Así lo expresaron durante el encuentro organizado para conmemorar los diez años de vida del estatuto supremo de la Nación. EL ESPECTADOR, Bogotá publicado el 5 de Julio de 2001





� EL ESPECTADOR, Bogotá publicado el 6 de Julio de 2001








� EL ESPECTADOR, Bogotá Publicados el 9 de Julio de 2001








� EL ESPECTADOR, Bogotá Publicados el 12 de Julio de 2001


� El Espectador, Bogotá Publicados el 10 de Julio de 2001











Democracia


